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Ciudad de México, a veintinueve de abril de dos mil veintidós. 
 

DIP. HÉCTOR DÍAZ POLANCO 
PRESIDENTE DE LA MESA DIRECTIVA DEL 
CONGRESO DE LA CIUDAD DE MÉXICO, 
II LEGISLATURA. 
 
P R E S E N T E  

 
José Octavio Rivero Villaseñor, integrante del Grupo Parlamentario del Partido 
Movimiento de Regeneración Nacional (MORENA), con fundamento en los artículos 122, 
apartado A, Base II de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 29, 
apartado A, numeral 1 y apartado D, inciso a), 30 numeral 1, inciso b) de la Constitución 
Política de la Ciudad de México; 4, fracción XXI y 12 fracción II de la Ley Orgánica del 
Congreso de la Ciudad de México; así como 2 fracción XXI, 5 fracción I, 95 fracción II y 96 
del Reglamento del Congreso de la Ciudad de México, someto a consideración de este H. 
Órgano Parlamentario la presente INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO POR EL 
QUE SE REFORMA EL TERCER PÁRRAFO DEL ARTÍCULO 236 DEL CÓDIGO PENAL 
PARA EL DISTRITO FEDERAL, RELATIVO A LA SUSPENSIÓN DEL DERECHO DEL 
SERVIDOR PÚBLICO O MIEMBRO O EX MIEMBRO DE ALGUNA CORPORACIÓN DE 
SEGURIDAD PÚBLICA O PRIVADA PARA EJERCER ACTIVIDADES EN 
CORPORACIONES DE SEGURIDAD PRIVADA. 

 
EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 

 
La presente iniciativa tiene por objeto garantizar a los Ciudadanos el principio de 

legalidad en su vertiente de taxatividad y la proporcionalidad de las penas, a fin de dar 
mayor seguridad jurídica a quienes sean sentenciados por el tipo penal relativo a la 
extorsión, siempre y cuando éste haya sido cometido por algún servidor público o miembro 
o ex miembro de alguna corporación de seguridad pública o privada. 

 
Lo anterior, toda vez que el párrafo tercero del artículo 236 del Código Penal para el 

Distrito Federal prevé que el servidor público o miembro o ex miembro de alguna 
corporación de seguridad pública o privada sea quien obligue a dar, hacer, dejar de hacer 
o tolerar algo, obteniendo un lucro para sí o para otro causando a alguien un perjuicio 
patrimonial, se le impondrán además de la sanción contemplada en el delito de extorsión, 
la destitución del empleo, cargo o comisión público, y se le inhabilitará por el mismo tiempo 
que la pena de prisión para desempeñar cargos o comisión públicos y del mismo modo, se 
le suspenderá el derecho para ejercer actividades en corporaciones de seguridad 
privada. 
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En este orden de ideas, respecto de la suspensión que prevé el artículo de 

referencia, vulnera el derecho a la seguridad jurídica y a los principios de legalidad en su 
vertiente de taxatividad, ya que esta pena resulta ser desproporcional toda vez que la 
normatividad no establece un parámetro mínimo, ni máximo respecto del plazo que durará 
la suspensión, por lo que se constituye una sanción abierta que genera una incertidumbre 
jurídica a los destinatarios de la norma, pues de esta forma, la ley le otorga al juzgador 
competente un margen muy amplio en su actuación jurisdiccional al momento de 
individualizar la sanción y por ende, emitir la sentencia correspondiente, circunstancia que 
afecta de manera directa los derechos de los ciudadanos. 

 
Ahora bien, la Suprema Corte de Justicia de la Nación en sesión del ocho de junio 

de dos mil veinte, emitió la sentencia correspondiente a la Acción de Inconstitucionalidad 
97/2019 promovida por la Comisión de Derechos Humanos de la Ciudad de México, a través 
del cual determinó que el enunciado “también se le suspenderá el derecho para ejercer 
actividades en corporaciones de seguridad privada”, es violatorio al principio de 
proporcionalidad de la pena previsto en el artículo 22 de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, ya que el legislador en materia penal al configurar las leyes 
penales, tiene la obligación de respetar el contenido de diversos principios constitucionales, 
dentro de los cuales se encuentra el de proporcionalidad y razonabilidad jurídica, mismos 
que contemplan que la aplicación de las penas no sea inflamante, cruel, excesiva, inusitada, 
trascendental o contraria a la dignidad del ser humano. 

 
Consecuentemente el legislador debe realizar un marco penal abstracto que permita 

al juzgador penal individualizar la pena atendiendo la naturaleza del bien jurídico protegido, 
la gravedad del ataque a ese bien y el bien jurídico. 

 
I.- ENCABEZADO O TÍTULO DE LA PROPUESTA: 
 

INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE REFORMA EL 
TERCER PÁRRAFO DEL ARTÍCULO 236 DEL CÓDIGO PENAL PARA EL DISTRITO 
FEDERAL, RELATIVO A LA SUSPENSIÓN DEL DERECHO DEL SERVIDOR PÚBLICO O 
MIEMBRO O EX MIEMBRO DE ALGUNA CORPORACIÓN DE SEGURIDAD PÚBLICA O 
PRIVADA PARA EJERCER ACTIVIDADES EN CORPORACIONES DE SEGURIDAD 
PRIVADA. 

. 
 

II.- PLANTEAMIENTO DEL PROBLEMA QUE LA INICIATIVA PRETENDA RESOLVER. 
 

La Suprema Corte de Justicia de la Nación, derivado de la acción de 
inconstitucionalidad 97/2019 promovida por la Comisión de Derechos Humanos de la 
Ciudad de México en la que solicitó la invalidez de los artículos 138 bis, 224, inciso A), 
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fracción X y 236, párrafo segundo del Decreto que reforma y adiciona, diversas 
disposiciones del Código Penal del Distrito Federal y de la Ley de Cultura Cívica, a través 
del cual resolvió entre otras cosas, lo siguiente: 

 
“… 
Por lo expuesto y fundado, se resuelve: 

… 

 
CUARTO. Se declara la invalidez del artículo 236, párrafo segundo, en su porción 
normativa ‘también se le suspenderá el derecho para ejercer actividades en 
corporaciones de seguridad privada’, del Decreto que reforma y adiciona diversas 
disposiciones del Código Penal del Distrito Federal y de la Ley de Cultura Cívica 
de la Ciudad de México, publicado en la Gaceta Oficial de dicha entidad federativa 
el primero de agosto de dos mil diecinueve, conforme a lo establecido en el 
apartado III de esta determinación, la cual surtirá sus efectos retroactivos al dos 
de agosto de dos mil diecinueve, a partir de la notificación de los puntos 
resolutivos de esta sentencia al Congreso de la Ciudad de México, en los 
términos precisados en el apartado IV de esta ejecutoria. 
 
…” 

 
De lo anterior se desprende que se declaró la invalidez del párrafo segundo que 

establece la suspensión al derecho para ejercer actividades en corporaciones de seguridad 
privada, dado que ésta porción normativa pone en evidencia de que se trata de una pena 
que no respeta el principio de proporcionalidad, ya que al no establecer un mínimo, ni un 
máximo, cuando se individualice la pena queda a la arbitrariedad del juzgador establecer el 
quantum de la misma. 

 
Asimismo, resulta relevante mencionar que el uno de octubre de dos mil veintiuno, 

la Suprema Corte de Justicia de la Nación emitió el acuerdo de la acción de 
inconstitucionalidad 134/2021, por conducto del cual la Comisión Nacional de Derechos 
Humanos hizo de conocimiento que el texto normativo vigente del artículo 236 del Código 
Penal para el Distrito Federal, cuyo contenido el Máximo Tribunal Constitucional determinó 
que era inválido. 
 
 Consecuentemente, al reformar el párrafo tercero del artículo 236 del Código Penal 
para el Distrito Federal, respecto de la suspensión del derecho para ejercer actividades en 
corporaciones de seguridad privada, se estaría a la determinación realizada por la Suprema
Corte de Justicia de la Nación, en la que declaró la invalidez de la porción normativa 
referida. 
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III.- PROBLEMÁTICA DESDE LA PERSPECTIVA DE GÉNERO, EN SU CASO. 
 

No aplica 
 

IV.- ARGUMENTOS QUE LA SUSTENTAN. 
 
 El Pleno de esa Suprema Corte de Justicia de la Nación consideró, en esencial que 
la porción normativa que se combate transgredía el principio de proporcionalidad de las 
penas previsto en el artículo 22 Constitución General, ello en virtud de que por la forma en 
la que se encontraba determinada no permite que el juzgador realice su individualización 
tomando en consideración la gravedad de la conducta y los datos que obren en la carpeta 
de investigación correspondiente. 
 
 En atención a lo anterior, el Máximo Tribunal declaró su invalidez y en consecuencia, 
su expulsión del sistema jurídico local. 
 
 Sin embargo, el cuatro de agosto de dos mil veintiuno, se publicó en la Gaceta Oficial 
de la Ciudad de México el decreto por el que se reformaron los artículos 135, 138, 140, 141, 
236, 237 y 253 del Código Penal para el Distrito Federal, que mediante dicho acto 
legislativo, el Congreso de la Ciudad, entre otras cuestiones, tuvo a bien modificar la 
penalidad aplicable al delito de extorción con la finalidad de disminuir la concurrencia de 
esa conducta delictiva.  
 
 De ahí que si bien es cierto que la porción normativa de referencia ya había sido 
declarada invalida, esto es, expulsada del sistema jurídico de la Ciudad de México, también 
lo es que en virtud de que fue reincorporada de manera idéntica en el decreto materia de  
la presente impugnación, publicado en la Gaceta Oficial de esa entidad el pasado 4 de 
agosto del presente año, la disposición nuevamente se encuentra vigente y, por ello, será 
aplicable, obligatoria y general para las y los gobernados de esa entidad, siendo que fue 
voluntad del legislador volver a legislar en el mismo sentido. 
 
 De ahí que si bien es cierto que la porción normativa de referencia ya había sido 
declarada invalida, esto es, expulsada del sistema jurídico de la Ciudad de México, también 
lo es que en virtud de que fue reincorporada de manera idéntica en el decreto materia de la 
presente impugnación, publicado en la Gaceta Oficial de esa entidad, la disposición 
nuevamente se encuentra vigente y, por ello, será aplicable, obligatoria y general para las 
y los gobernados de esa entidad, siendo que fue voluntad del legislador volver a legislar en 
el mismo sentido. 
 
 En razón de lo anterior, la porción normativa que se contempla en el tercer párrafo 
del artículo 236 del Código Penal para el Distrito Federal vigente debe ser declarada inválida 
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por transgredir al derecho de seguridad jurídica, así como los principios de legalidad en su 
vertiente de taxatividad y proporcionalidad de las penas, por la falta de claridad en la 
sanción correspondiente a la suspensión del derecho para ejercer actividades en 
corporaciones de seguridad privada. 

 

 En congruencia con lo anterior, la protección de los derechos humanos requiere que 
los actos estatales que los afecten de manera fundamental no queden al arbitrio del poder 
público, sino que no se vulneren los derechos fundamentales da la persona. Por ende, una 
forma de garantizar esta protección es que el actuar de la autoridad se acote en una ley 
adoptada por el Poder Legislativo, de acuerdo con lo establecido por la Constitución 
Federal. 

 
V.- FUNDAMENTO LEGAL Y EN SU CASO SOBRE CONSTITUCIONALIDAD Y 
CONVENCIONALIDAD. 
 

“(…) 
 
CONSTITUCION POLITICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS 

Título Primero Capítulo I 
De los Derechos Humanos y sus Garantías 

 
Artículo 1o. En los Estados Unidos Mexicanos todas las personas gozarán 
de los derechos humanos reconocidos en esta Constitución y en los 
tratados internacionales de los que el Estado Mexicano sea parte, así 
como de las garantías para su protección, cuyo ejercicio no podrá 
restringirse ni suspenderse, salvo en los casos y bajo las condiciones que 
esta Constitución establece. 
 Las normas relativas a los derechos humanos se interpretarán de 
conformidad con esta Constitución y con los tratados internacionales de 
la materia favoreciendo en todo tiempo a las personas la protección más 
amplia. 
Todas las autoridades, en el ámbito de sus competencias, tienen la 
obligación de promover, respetar, proteger y garantizar los derechos 
humanos de conformidad con los principios de universalidad, 
interdependencia, indivisibilidad y progresividad. En consecuencia, el 
Estado deberá prevenir, investigar, sancionar y reparar las violaciones a 
los derechos humanos, en los términos que establezca la ley. 
 Está prohibida la esclavitud en los Estados Unidos Mexicanos. Los 
esclavos del extranjero que entren al territorio nacional alcanzarán, por 
este solo hecho, su libertad y la protección de las leyes. 
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 Queda prohibida toda discriminación motivada por origen étnico o 
nacional, el género, la edad, las discapacidades, la condición social, las 
condiciones de salud, la religión, las opiniones, las preferencias sexuales, 
el estado civil o cualquier otra que atente contra la dignidad humana y 
tenga por objeto anular o menoscabar los derechos y libertades de las 
personas. 
 
[…] 
 
Artículo 14. A ninguna ley se dará efecto retroactivo en perjuicio de 
persona alguna. 
 
 Nadie podrá ser privado de la libertad o de sus propiedades, posesiones 
o derechos, sino mediante juicio seguido ante los tribunales previamente 
establecidos, en el que se cumplan las formalidades esenciales del 
procedimiento y conforme a las Leyes expedidas con anterioridad al 
hecho. 
 
En los juicios del orden criminal queda prohibido imponer, por simple 
analogía, y aún por mayoría de razón, pena alguna que no esté decretada 
por una ley exactamente aplicable al delito de que se trata. 
 
En los juicios del orden civil, la sentencia definitiva deberá ser conforme a 
la letra o a la interpretación jurídica de la ley, y a falta de ésta se fundará 
en los principios generales del derecho. 
 
[…] 
 
Artículo 16. Nadie puede ser molestado en su persona, familia, domicilio, 
papeles o posesiones, sino en virtud de mandamiento escrito de la 
autoridad competente, que funde y motive la causa legal del 
procedimiento. En los juicios y procedimientos seguidos en forma de juicio 
en los que se establezca como regla la oralidad, bastará con que quede 
constancia de ellos en cualquier medio que dé certeza de su contenido y 
del cumplimiento de lo previsto en este párrafo. 
 
Toda persona tiene derecho a la protección de sus datos personales, al 
acceso, rectificación y cancelación de los mismos, así como a manifestar 
su oposición, en los términos que fije la ley, la cual establecerá los 
supuestos de excepción a los principios que rijan el tratamiento de datos, 
por razones de seguridad nacional, disposiciones de orden público, 
seguridad y salud públicas o para proteger los derechos de terceros. 
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No podrá librarse orden de aprehensión sino por la autoridad judicial y sin 
que preceda denuncia o querella de un hecho que la ley señale como 
delito, sancionado con pena privativa de libertad y obren datos que 
establezcan que se ha cometido ese hecho y que exista la probabilidad 
de que el indiciado lo cometió o participó en su comisión. 
 
La autoridad que ejecute una orden judicial de aprehensión deberá poner 
al inculpado a disposición del juez, sin dilación alguna y bajo su más 
estricta responsabilidad. La contravención a lo anterior será sancionada 
por la ley penal. 
 
Cualquier persona puede detener al indiciado en el momento en que esté 
cometiendo un delito o inmediatamente después de haberlo cometido, 
poniéndolo sin demora a disposición de la autoridad civil más cercana y 
ésta con la misma prontitud, a la del Ministerio Público. Existirá un registro 
inmediato de la detención. 
 
Sólo en casos urgentes, cuando se trate de delito grave así calificado por 
la ley y ante el riesgo fundado de que el indiciado pueda sustraerse a la 
acción de la justicia, siempre y cuando no se pueda ocurrir ante la 
autoridad judicial por razón de la hora, lugar o circunstancia, el Ministerio 
Público podrá, bajo su responsabilidad, ordenar su detención, fundando y 
expresando los indicios que motiven su proceder. 
 
En casos de urgencia o flagrancia, el juez que reciba la consignación del 
detenido deberá inmediatamente ratificar la detención o decretar la 
libertad con las reservas de ley. 
 
La autoridad judicial, a petición del Ministerio Público y tratándose de 
delitos de delincuencia organizada, podrá decretar el arraigo de una 
persona, con las modalidades de lugar y tiempo que la ley señale, sin que 
pueda exceder de cuarenta días, siempre que sea necesario para el éxito 
de la investigación, la protección de personas o bienes jurídicos, o cuando 
exista riesgo fundado de que el inculpado se sustraiga a la acción de la 
justicia. Este plazo podrá prorrogarse, siempre y cuando el Ministerio 
Público acredite que subsisten las causas que le dieron origen. En todo 
caso, la duración total del arraigo no podrá exceder los ochenta días. 
 
Por delincuencia organizada se entiende una organización de hecho de 
tres o más personas, para cometer delitos en forma permanente o 
reiterada, en los términos de la ley de la materia. 
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Ningún indiciado podrá ser retenido por el Ministerio Público por más de 
cuarenta y ocho horas, plazo en que deberá ordenarse su libertad o 
ponérsele a disposición de la autoridad judicial; este plazo podrá 
duplicarse en aquellos casos que la ley prevea como delincuencia 
organizada. Todo abuso a lo anteriormente dispuesto será sancionado por 
la ley penal. 
 
En toda orden de cateo, que sólo la autoridad judicial podrá expedir, a 
solicitud del Ministerio Público, se expresará el lugar que ha de 
inspeccionarse, la persona o personas que hayan de aprehenderse y los 
objetos que se buscan, a lo que únicamente debe limitarse la diligencia, 
levantándose al concluirla, un acta circunstanciada, en presencia de dos 
testigos propuestos por el ocupante del lugar cateado o en su ausencia o 
negativa, por la autoridad que practique la diligencia. 
 
Las comunicaciones privadas son inviolables. La ley sancionará 
penalmente cualquier acto que atente contra la libertad y privacía de las 
mismas, excepto cuando sean aportadas de forma voluntaria por alguno 
de los particulares que participen en ellas. El juez valorará el alcance de 
éstas, siempre y cuando contengan información relacionada con la 
comisión de un delito. En ningún caso se admitirán comunicaciones que 
violen el deber de confidencialidad que establezca la ley. 
 
Exclusivamente la autoridad judicial federal, a petición de la autoridad 
federal que faculte la ley o del titular del Ministerio Público de la entidad 
federativa correspondiente, podrá autorizar la intervención de cualquier 
comunicación privada. Para ello, la autoridad competente deberá fundar 
y motivar las causas legales de la solicitud, expresando además, el tipo 
de intervención, los sujetos de la misma y su duración. La autoridad 
judicial federal no podrá otorgar estas autorizaciones cuando se trate de 
materias de carácter electoral, fiscal, mercantil, civil, laboral o 
administrativo, ni en el caso de las comunicaciones del detenido con su 
defensor. 
 
Los Poderes Judiciales contarán con jueces de control que resolverán, en 
forma inmediata, y por cualquier medio, las solicitudes de medidas 
cautelares, providencias precautorias y técnicas de nvestigación de la 
autoridad, que requieran control judicial, garantizando los derechos de los 
indiciados y de las víctimas u ofendidos. Deberá existir un registro 
fehaciente de todas las comunicaciones entre jueces y Ministerio Público 
y demás autoridades competentes. 
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Las intervenciones autorizadas se ajustarán a los requisitos y límites 
previstos en las leyes. Los resultados de las intervenciones que no 
cumplan con éstos, carecerán de todo valor probatorio. 
 
La autoridad administrativa podrá practicar visitas domiciliarias 
únicamente para cerciorarse de que se han cumplido los reglamentos 
sanitarios y de policía; y exigir la exhibición de los libros y papeles 
indispensables para comprobar que se han acatado las disposiciones 
fiscales, sujetándose en estos casos, a las leyes respectivas y a las 
formalidades prescritas para los cateos. 
 
La correspondencia que bajo cubierta circule por las estafetas estará libre 
de todo registro, y su violación será penada por la ley En tiempo de paz 
ningún miembro del Ejército podrá alojarse en casa particular contra la 
voluntad del dueño, ni imponer prestación alguna. En tiempo de guerra 
los militares podrán exigir alojamiento, bagajes, alimentos y otras 
prestaciones, en los términos que establezca la ley marcial 
correspondiente. 
 
[…] 
 
Artículo 18. Sólo por delito que merezca pena privativa de libertad habrá 
lugar a prisión preventiva. El sitio de ésta será distinto del que se destinare 
para la extinción de las penas y estarán completamente separados. 
 
El sistema penitenciario se organizará sobre la base del respeto a los 
derechos humanos, del trabajo, la capacitación para el mismo, la 
educación, la salud y el deporte como medios para lograr la reinserción 
del sentenciado a la sociedad y procurar que no vuelva a delinquir, 
observando los beneficios que para él prevé la ley. Las mujeres 
compurgarán sus penas en lugares separados de los destinados a los 
hombres para tal efecto. 
 
La Federación y las entidades federativas podrán celebrar convenios para 
que los sentenciados por delitos del ámbito de su competencia extingan 
las penas en establecimientos penitenciarios dependientes de una 
jurisdicción diversa. 
 
La Federación y las entidades federativas establecerán, en el ámbito de 
sus respectivas competencias, un sistema integral de justicia para los 
adolescentes, que será aplicable a quienes se atribuya la comisión o 
participación en un hecho que la ley señale como delito y tengan entre 
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doce años cumplidos y menos de dieciocho años de edad. Este sistema 
garantizará los derechos humanos que reconoce la Constitución para toda 
persona, así como aquellos derechos específicos que por su condición de 
personas en desarrollo les han sido reconocidos a los adolescentes. Las 
personas menores de doce años a quienes se atribuya que han cometido 
o participado en un hecho que la ley señale como delito, sólo podrán ser 
sujetos de asistencia social. 
 
La operación del sistema en cada orden de gobierno estará a cargo de 
instituciones, tribunales y autoridades especializados en la procuración e 
impartición de justicia para adolescentes. Se podrán aplicar las medidas 
de orientación, protección y tratamiento que amerite cada caso, 
atendiendo a la protección integral y el interés superior del adolescente. 
Las formas alternativas de justicia deberán observarse en la aplicación de 
este sistema, siempre que resulte procedente. El proceso en materia de 
justicia para adolescentes será acusatorio y oral, en el que se observará 
la garantía del debido proceso legal, así como la independencia de las 
autoridades que efectúen la remisión y las que impongan las medidas. 
Éstas deberán ser proporcionales al hecho realizado y tendrán como fin 
la reinserción y la reintegración social y familiar del adolescente, así como 
el pleno desarrollo de su persona y capacidades. El internamiento se 
utilizará sólo como medida extrema y por el tiempo más breve que 
proceda, y podrá aplicarse únicamente a los adolescentes mayores de 
catorce años de edad, por la comisión o participación en un hecho que la 
ley señale como delito. 
 
Los sentenciados de nacionalidad mexicana que se encuentren 
compurgando penas en países extranjeros, podrán ser trasladados a la 
República para que cumplan sus condenas con base en los sistemas de 
reinserción social previstos en este artículo, y los sentenciados de 
nacionalidad extranjera por delitos del orden federal o del fuero común, 
podrán ser trasladados al país de su origen o residencia, sujetándose a 
los Tratados Internacionales que se hayan celebrado para ese efecto. El 
traslado de los reclusos sólo podrá efectuarse con su consentimiento 
expreso. 
 
Los sentenciados, en los casos y condiciones que establezca la ley, 
podrán compurgar sus penas en los centros penitenciarios más cercanos 
a su domicilio, a fin de propiciar su reintegración a la comunidad como 
forma de reinserción social. Esta disposición no aplicará en caso de 
delincuencia organizada y respecto de otros internos que requieran 
medidas especiales de seguridad. 
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Para la reclusión preventiva y la ejecución de sentencias en materia de 
delincuencia organizada se destinarán centros especiales. Las 
autoridades competentes podrán restringir las comunicaciones de los 
inculpados y sentenciados por delincuencia organizada con terceros, 
salvo el acceso a su defensor, e imponer medidas de vigilancia especial 
a quienes se encuentren internos en estos establecimientos. Lo anterior 
podrá aplicarse a otros internos que requieran medidas especiales de 
seguridad, en términos de la ley. 
 
[…] 
 
Artículo 22. Quedan prohibidas las penas de muerte, de mutilación, de 
infamia, la marca, los azotes, los palos, el tormento de cualquier especie, 
la multa excesiva, la confiscación de bienes y cualesquiera otras penas 
inusitadas y trascendentales. Toda pena deberá ser proporcional al delito 
que sancione y al bien jurídico afectado. 
 
No se considerará confiscación la aplicación de bienes de una persona 
cuando sea decretada para el pago de multas o impuestos, ni cuando la 
decrete la autoridad judicial para el pago de responsabilidad civil derivada 
de la comisión de un delito. Tampoco se considerará confiscación el 
decomiso que ordene la autoridad judicial de los bienes en caso de 
enriquecimiento ilícito en los términos del artículo 109, la aplicación a favor 
del Estado de bienes asegurados que causen abandono en los términos 
de las disposiciones aplicables, ni de aquellos bienes cuyo dominio se 
declare extinto en sentencia. 
 
La acción de extinción de dominio se ejercitará por el Ministerio Público a 
través de un procedimiento jurisdiccional de naturaleza civil y autónomo 
del penal. Las autoridades competentes de los distintos órdenes de 
gobierno le prestarán auxilio en el cumplimiento de esta función. La ley 
establecerá los mecanismos para que las autoridades administren los 
bienes sujetos al proceso de extinción de dominio, incluidos sus 
productos, rendimientos, frutos y accesorios, para que la autoridad lleve 
a cabo su disposición, uso, usufructo, enajenación y monetización, 
atendiendo al interés público, y defina con criterios de oportunidad el 
destino y, en su caso, la destrucción de los mismos. 
 
Será procedente sobre bienes de carácter patrimonial cuya legítima 
procedencia no pueda acreditarse y se encuentren relacionados con las 
investigaciones derivadas de hechos de corrupción, encubrimiento, 
delitos cometidos por servidores públicos, delincuencia organizada, robo 
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de vehículos, recursos de procedencia ilícita, delitos contra la salud, 
secuestro, extorsión, trata de personas y delitos en materia de 
hidrocarburos, petrolíferos y petroquímicos. 
 
A toda persona que se considere afectada, se le deberá garantizar el 
acceso a los medios de defensa adecuados para demostrar la 
procedencia legítima del bien sujeto al procedimiento. 
 
(…)” 
Se señalan los siguientes supuestos de la normatividad internacional: 
 
“(…) 
CONVENCIÓN AMERICANA SOBRE DERECHOS HUMANOS Suscrita 
en San José de Costa Rica el 22 de noviembre de 1969, en la Conferencia 
Especializada Interamericana sobre Derechos Humanos 

 
PARTE I 

DEBERES DE LOS ESTADOS Y DERECHOS PROTEGIDOS 
CAPÍTULO I 

ENUMERACIÓN DE DEBERES 
Artículo 1. Obligación de Respetar los Derechos 

 
1. Los Estados partes en esta Convención se comprometen a respetar los 
derechos y libertades reconocidos en ella y a garantizar su libre y pleno 
ejercicio a toda persona que esté sujeta a su jurisdicción, sin 
discriminación alguna por motivos de raza, color, sexo, idioma, religión, 
opiniones políticas o de cualquier otra índole, origen nacional o social, 
posición económica, nacimiento o cualquier otra condición social.  
2. Para los efectos de esta Convención, persona es todo ser humano. 
 
CAPÍTULO II  
DERECHOS CIVILES Y POLÍTICOS 
 
Artículo 9. Principio de Legalidad y de Retroactividad 
Nadie puede ser condenado por acciones u omisiones que en el momento 
de cometerse no fueran delictivos según el derecho aplicable. Tampoco 
se puede imponer pena más grave que la aplicable en el momento de la 
comisión del delito. Si con posterioridad a la comisión del delito la ley 
dispone la imposición de una pena más leve, el delincuente se beneficiará 
de ello. 
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En cuanto a los Derecho Fundamentales que se estiman violados, se 
determinan los siguientes: 
• Derecho de Seguridad Jurídica 
• Principio de legalidad, en su vertiente de taxatividad. 
• Principio de proporcionalidad de las penas. 
Al respecto, se insertan los siguientes supuestos normativos y 
jurisprudencia que sirve para la sustanciación, por lo que se hace presente 
la legislación en materia internacional: 
 
“(…) 
 
DECLARACIÓN UNIVERSAL DE DERECHOS HUMANOS 
 
Artículo 3.  Todo individuo tiene derecho a la vida, a la libertad y a la 
seguridad de su persona.   
 
[…] 
 
Artículo 5.  Nadie será sometido a torturas ni a penas o tratos crueles, 
inhumanos o degradantes.   
 
[…] 
 
Artículo 7.  Todos son iguales ante la ley y tienen, sin distinción, derecho 
a igual protección de la ley. Todos tienen derecho a igual protección contra 
toda discriminación que infrinja esta Declaración y contra toda 
provocación a tal discriminación.  
 
 Artículo 8.  Toda persona tiene derecho a un recurso efectivo, ante los 
tribunales nacionales competentes, que la ampare contra actos que violen 
sus derechos fundamentales reconocidos por la constitución o por la ley.   
 
[…] 
 
Artículo 10.  Toda persona tiene derecho, en condiciones de plena 
igualdad, a ser oída públicamente y con justicia por un tribunal 
independiente e imparcial, para la determinación de sus derechos y 
obligaciones o para el examen de cualquier acusación contra ella en 
materia penal.   
 
(…)” 
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“(…) 
 
DECLARACION AMERICANA DE LOS DERECHOS Y DEBERES DEL 

HOMBRE 
CAPÍTULO PRIMERO – Derechos 

 
Artículo 1 - Derecho a la vida, a la libertad, a la seguridad e integridad de 
la persona  
 
Todo ser humano tiene derecho a la vida, a la libertad y a la seguridad de 
su persona. 
 
[…] 
 
Artículo 17 - Derecho de reconocimiento de la personalidad jurídica y de 
los derechos civiles 
 
Toda persona tiene derecho a que se le reconozca en cualquier parte 
como sujeto de derechos y obligaciones, y a gozar de los derechos civiles 
fundamentales.   
 
Artículo 18 - Derecho de justicia 
 
Toda persona puede ocurrir a los tribunales para hacer valer sus 
derechos. Asimismo debe disponer de un procedimiento sencillo y breve 
por el cual la justicia lo ampare contra actos de la autoridad que violen, en 
perjuicio suyo, alguno de los derechos fundamentales consagrados 
constitucionalmente. 
 
(…)” 
 
“(…) 

PACTO INTERNACIONAL DE DERECHOS CIVILES Y POLITICOS. 
PARTE III 

[…] 
 
ARTÍCULO 9  
1. Todo individuo tiene derecho a la libertad y a la seguridad personales. 
Nadie podrá ser sometido a detención o prisión arbitrarias. Nadie podrá 
ser privado de su libertad, salvo por las causas fijadas por ley y con arreglo 
al procedimiento establecido en ésta.  
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2. Toda persona detenida será informada, en el momento de su detención, 
de las razones de la misma, y notificada, sin demora, de la acusación 
formulada contra ella. 
 
 3. Toda persona detenida o presa a causa de una infracción penal será 
llevada sin demora ante un juez u otro funcionario autorizado por la ley 
para ejercer funciones judiciales, y tendrá derecho a ser juzgada dentro 
de un plazo razonable o a ser puesta en libertad. La prisión preventiva de 
las personas que hayan de ser juzgadas no debe ser la regla general, 
pero su libertad podrá estar subordinada a garantías que aseguren la 
comparecencia del acusado en el acto del juicio, o en cualquier otro 
momento de las diligencias procesales y, en su caso, para la ejecución 
del fallo.  
 
4. Toda persona que sea privada de libertad en virtud de detención o 
prisión tendrá derecho a recurrir ante un tribunal, a fin de que éste decida 
a la brevedad posible sobre la legalidad de su prisión y ordene su libertad 
si la prisión fuera ilegal. 
 
 5. Toda persona que haya sido ilegalmente detenida o presa, tendrá el 
derecho efectivo a obtener reparación. 
 
[…] 
 
ARTÍCULO 14 
 
1. Todas las personas son iguales ante los tribunales y cortes de justicia. 
Toda persona tendrá derecho a ser oída públicamente y con las debidas 
garantías por un tribunal competente, independiente e imparcial, 
establecido por la ley, en la substanciación de cualquier acusación de 
carácter penal formulada contra ella o para la determinación de sus 
derechos u obligaciones de carácter civil. La prensa y el público podrán 
ser excluidos de la totalidad o parte de los juicios por consideraciones de 
moral, orden público o seguridad nacional en una sociedad democrática, 
o cuando lo exija el interés de la vida privada de las partes o, en la medida 
estrictamente necesaria en opinión del tribunal, cuando por circunstancias 
especiales del asunto la publicidad pudiera perjudicar a los intereses de 
la justicia; pero toda sentencia en materia penal o contenciosa será 
pública, excepto en los casos en que el interés de menores de edad exija 
lo contrario, o en las actuaciones referentes a pleitos matrimoniales o a la 
tutela de menores. 
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2. Toda persona acusada de un delito tiene derecho a que se presuma su 
inocencia mientras no se pruebe su culpabilidad conforme a la ley.  
 
3. Durante el proceso, toda persona acusada de un delito tendrá derecho, 
en plena igualdad, a las siguientes garantías mínimas:  
 
a) A ser informada sin demora, en un idioma que comprenda y en forma 
detallada, de la naturaleza y causas de la acusación formulada contra ella;  
 
b) A disponer del tiempo y de los medios adecuados para la preparación 
de su defensa y a comunicarse con un defensor de su elección;  
 
c) A ser juzgada sin dilaciones indebidas;  
 
d) A hallarse presente en el proceso y a defenderse personalmente o ser 
asistida por un defensor de su elección; a ser informada, si no tuviera 
defensor, del derecho que le asiste a tenerlo y, siempre que el interés de 
la justicia lo exija, a que se le nombre defensor de oficio, gratuitamente, si 
careciere de medios suficientes para pagarlo; 
 
 e) Interrogar o hacer interrogar a los testigos de cargo y a obtener la 
comparecencia de los testigos de descargo y que éstos sean interrogados 
en las mismas condiciones que los testigos de cargo;  
 
f) A ser asistida gratuitamente por un intérprete, si no comprende o no 
habla el idioma empleado en el tribunal; 
 
 g) A no ser obligada a declarar contra sí misma ni a confesarse culpable. 
 4. En el procedimiento aplicable a los menores de edad a efectos penales 
se tendrá en cuenta esta circunstancia y la importancia de estimular su 
readaptación social. 
 5. Toda persona declarada culpable de un delito tendrá derecho a que el 
fallo condenatorio y la pena que se le haya impuesto sean sometidos a un 
tribunal superior, conforme a lo prescrito por la ley.  
6. Cuando una sentencia condenatoria firme haya sido ulteriormente 
revocada, o el condenado haya sido indultado por haberse producido o 
descubierto un hecho plenamente probatorio de la comisión de un error 
judicial, la persona que haya sufrido una pena como resultado de tal 
sentencia deberá ser indemnizada, conforme a la ley, a menos que se 
demuestre que le es imputable en todo o en parte el no haberse revelado 
oportunamente el hecho desconocido.  
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7. Nadie podrá ser juzgado ni sancionado por un delito por el cual haya 
sido ya condenado o absuelto por una sentencia firme de acuerdo con la 
ley y el procedimiento penal de cada país. 
 
(…)” 
 
“(…) 

CONVENCIÓN AMERICANA SOBRE  DERECHOS HUMANOS 
(PACTO SAN JOSE ) 

CAPÍTULO II DERECHOS CIVILES Y POLÍTICOS 
[…] 
Artículo 8. Garantías Judiciales 
1. Toda persona tiene derecho a ser oída, con las debidas garantías y 
dentro de un plazo razonable, por un juez o tribunal competente, 
independiente e imparcial, establecido con anterioridad por la ley, en la 
sustanciación de cualquier acusación penal formulada contra ella, o para 
la determinación de sus derechos y obligaciones de orden civil, laboral, 
fiscal o de cualquier otro carácter. 
2. Toda persona inculpada de delito tiene derecho a que se presuma su 
inocencia mientras no se establezca legalmente su culpabilidad.  Durante 
el proceso, toda persona tiene derecho, en plena igualdad, a las 
siguientes garantías mínimas: 
a) derecho del inculpado de ser asistido gratuitamente por el traductor o 
intérprete, si no comprende o no habla el idioma del juzgado o tribunal; 
b) comunicación previa y detallada al inculpado de la acusación 
formulada; 
c) concesión al inculpado del tiempo y de los medios adecuados para la 
preparación de su defensa; 
d) derecho del inculpado de defenderse personalmente o de ser asistido 
por un defensor de su elección y de comunicarse libre y privadamente con 
su defensor; 
e) derecho irrenunciable de ser asistido por un defensor proporcionado 
por el Estado, remunerado o no según la legislación interna, si el 
inculpado no se defendiere por sí mismo ni nombrare defensor dentro del 
plazo establecido por la ley; 
f) derecho de la defensa de interrogar a los testigos presentes en el 
tribunal y de obtener la comparecencia, como testigos o peritos, de otras 
personas que puedan arrojar luz sobre los hechos; 
g) derecho a no ser obligado a declarar contra sí mismo ni a declararse 
culpable. 
 h) derecho de recurrir del fallo ante juez o tribunal superior. 
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3. La confesión del inculpado solamente es válida si es hecha sin coacción 
de ninguna naturaleza. 
 4. El inculpado absuelto por una sentencia firme no podrá ser sometido a 
nuevo juicio por los mismos hechos. 
 5. El proceso penal debe ser público, salvo en lo que sea necesario para 
preservar los intereses de la justicia. 
[…] 
Artículo 25. Protección Judicial 
1. Toda persona tiene derecho a un recurso sencillo y rápido o a cualquier 
otro recurso efectivo ante los jueces o tribunales competentes, que la 
ampare contra actos que violen sus derechos fundamentales reconocidos 
por la Constitución, la ley o la presente Convención, aun cuando tal 
violación sea cometida por personas que actúen en ejercicio de sus 
funciones oficiales.  
2. Los Estados partes se comprometen: 
a) a garantizar que la autoridad competente prevista por el sistema legal 
del Estado decidirá sobre los derechos de toda persona que interponga 
tal recurso; 
b) a desarrollar las posibilidades de recurso judicial. 
c) a garantizar el cumplimiento, por las autoridades competentes, de toda 
decisión en que se haya estimado procedente el recurso. 
Sirve de sustento la Tesis Aislada 2da.XVI/2014, publicada en la Gaceta 
del Semanario Judicial de la Federación, libro 3, tomo II, febrero de 2014, 
p. 1513, misma que refiere a los Derechos Fundamentales de legalidad y 
seguridad jurídica…, décima época, segunda sala, misma que señala lo 
siguiente: 
“(…) 
La Suprema Corte de Justicia ha determinado que los derechos 
fundamentales de legalidad y seguridad jurídica tutelados por los artículos 
14 y 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, se 
respetan por el legislador cuando las normas que facultan a las 
autoridades para actuar en determinado sentido, encauzan el ámbito de 
esa actuación a fin de que, por un lado, el gobernado conozca cuál será 
la consecuencia jurídica de los actos que realice, y por otro, que el actuar 
de la respectiva autoridad se encuentre limitado y acotado, de tal manera 
que la posible afectación a la esfera jurídica de los gobernados no resulte 
caprichosa o arbitraria. Por tanto, tratándose de normas generales, la 
contravención a los precitados derechos no puede derivar de la distinta 
regulación de dos supuestos jurídicos esencialmente diferentes, sino en 
todo caso, de la ausente o deficiente regulación del supuesto normativo 
que es materia de impugnación. 
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Amparo directo en revisión 3488/2013. C., S.A. de C.V. 27 de noviembre 
de 2013. Cinco votos de los Ministros S.A.V.H., A.P.D., J.F.F.G.S., 
M.B.L.R. y L.M.A.M.. Ponente: A.P.D.. Secretaria: G.L. de la Vega 
Romero. 
 
Amparo directo en revisión 3441/2013. C., S.A. de C.V. 8 de enero de 
2014. Cinco votos de los Ministros S.A.V.H., A.P.D., J.F.F.G.S., M.B.L.R. 
y L.M.A.M.. Ponente: J.F.F.G.S.. Secretaria: M.E. de la C.H.F.. 
(…)” 
 
El criterio anterior ha sido integrado criterio ha integrado la jurisprudencia 
2a./J. 106/2017 (10a.), publicada en el Semanario Judicial de la 
Federación del viernes 11 de agosto de 2017 a las 10:19 horas y en la 
Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 45, 
Tomo II, agosto de 2017, página 793, de título y subtítulo: "DERECHOS 
FUNDAMENTALES DE LEGALIDAD Y SEGURIDAD JURÍDICA. SU 
CONTRAVENCIÓN NO PUEDE DERIVAR DE LA DISTINTA 
REGULACIÓN DE DOS SUPUESTOS JURÍDICOS ESENCIALMENTE 
DIFERENTES" la cual establece lo siguiente: 
 
“(…) 
La Suprema Corte de Justicia de la Nación ha determinado que los 
derechos fundamentales de legalidad y seguridad jurídica reconocidos por 
los artículos 14 y 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, se respetan por el legislador cuando las normas que facultan 
a las autoridades para actuar en determinado sentido encauzan el ámbito 
de esa actuación a fin de que, por un lado, el gobernado conozca cuál 
será la consecuencia jurídica de los actos que realice, y por otro, que el 
actuar de la respectiva autoridad se encuentre limitado, de manera que la 
posible afectación a la esfera jurídica de aquél no resulte caprichosa o 
arbitraria. Por tanto, tratándose de normas generales, la contravención a 
los precitados derechos no puede derivar de la distinta regulación de dos 
supuestos jurídicos esencialmente diferentes, sino en todo caso, de la 
ausente o deficiente regulación del supuesto normativo que es materia de 
impugnación. 
(…)” 

 
VI. DENOMINACIÓN DEL PROYECTO DE LEY O DECRETO:  
 

INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE REFORMA EL 
TERCER PÁRRAFO DEL ARTÍCULO 236 DEL CÓDIGO PENAL PARA EL DISTRITO 
FEDERAL, RELATIVO A LA SUSPENSIÓN DEL DERECHO DEL SERVIDOR PÚBLICO O 
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MIEMBRO O EX MIEMBRO DE ALGUNA CORPORACIÓN DE SEGURIDAD PÚBLICA O 
PRIVADA PARA EJERCER ACTIVIDADES EN CORPORACIONES DE SEGURIDAD 
PRIVADA. 
 
VII.- TEXTO NORMATIVO PROPUESTO. 
 

CÓDIGO PENAL PARA EL 
DISTRITO FEDERAL 

(Texto vigente) 

PROPUESTA DE MODIFICACIÓN 

ARTÍCULO 236. Al que obligue a otro 
a dar, hacer, dejar de hacer o tolerar 
algo, obteniendo un lucro para sí o 
para otro causando a alguien un 
perjuicio patrimonial, se le impondrán 
de diez a quince años de prisión y de 
dos mil a tres mil unidades de medida 
y actualización. 
 
Cuando el delito se cometa en contra 
de persona mayor de sesenta años de 
edad, las penas se incrementarán en 
un tercio. 
 
Las penas se aumentarán al doble 
cuando el delito se realice por servidor 
público o miembro o ex miembro de 
alguna corporación de seguridad 
pública o privada. Se impondrán 
además al servidor o ex servidor 
público, o al miembro o ex miembro de 
corporación de seguridad pública o 
privada, la destitución del empleo, 
cargo o comisión público, y se le 
inhabilitará por el mismo tiempo que la 
pena de prisión impuesta para 
desempeñar cargos o comisión 
públicos; también se le suspenderá el 
derecho para ejercer actividades en 
corporaciones de seguridad privada. 
 
… 

ARTÍCULO 236. Al que obligue a 
otro a dar, hacer, dejar de hacer o 
tolerar algo, obteniendo un lucro para 
sí o para otro causando a alguien un 
perjuicio patrimonial, se le impondrán 
de diez a quince años de prisión y de 
dos mil a tres mil unidades de medida 
y actualización. 
 
Cuando el delito se cometa en contra 
de persona mayor de sesenta años 
de edad, las penas se incrementarán 
en un tercio. 
 
Las penas se aumentarán al doble 
cuando el delito se realice por 
servidor público o miembro o ex 
miembro de alguna corporación de 
seguridad pública o privada. Se 
impondrán además al servidor o ex 
servidor público, o al miembro o ex 
miembro de corporación de 
seguridad pública o privada, la 
destitución del empleo, cargo o 
comisión público, y se le inhabilitará 
por el mismo tiempo que la pena de 
prisión impuesta para desempeñar 
cargos o comisión públicos. 
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Por lo antes expuesto y fundado, se somete a consideración de este H. Congreso la 
INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE REFORMA EL TERCER 
PÁRRAFO DEL ARTÍCULO 236 DEL CÓDIGO PENAL PARA EL DISTRITO FEDERAL, 
RELATIVO A LA SUSPENSIÓN DEL DERECHO DEL SERVIDOR PÚBLICO O MIEMBRO 
O EX MIEMBRO DE ALGUNA CORPORACIÓN DE SEGURIDAD PÚBLICA O PRIVADA 
PARA EJERCER ACTIVIDADES EN CORPORACIONES DE SEGURIDAD PRIVADA, para 
quedar como sigue: 
 

ARTÍCULO 236. Al que obligue a otro a dar, hacer, dejar de hacer o tolerar 
algo, obteniendo un lucro para sí o para otro causando a alguien un 
perjuicio patrimonial, se le impondrán de diez a quince años de prisión y 
de dos mil a tres mil unidades de medida y actualización. 

 
Cuando el delito se cometa en contra de persona mayor de sesenta años 
de edad, las penas se incrementarán en un tercio. 

 

Las penas se aumentarán al doble cuando el delito se realice por servidor 
público o miembro o ex miembro de alguna corporación de seguridad 
pública o privada. Se impondrán además al servidor o ex servidor público, 
o al miembro o ex miembro de corporación de seguridad pública o privada, 
la destitución del empleo, cargo o comisión público, y se le inhabilitará por 
el mismo tiempo que la pena de prisión impuesta para desempeñar cargos 
o comisión públicos. 

 
IX.- ARTÍCULOS TRANSITORIOS. 
 
PRIMERO.- La presente reforma entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el 
Diario Oficial de la Ciudad de México. 
 
SEGUNDO.- Publíquese en la Gaceta Oficial de la Ciudad de México y en el Diario Oficial 
de la Federación para su mayor difusión. 
 
Dado en el Recinto Legislativo de Donceles a los veintinueve días del mes de abril de dos 
mil veintidós. 

ATENTAMENTE 
 
 

 
DIPUTADO JOSÉ OCTAVIO RIVERO VILLASEÑOR 
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